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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 25 de octubre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Roncoroni, Negri, Pettigiani, Kogan, Genoud, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 83.257, "Salvatierra, José Antonio contra Ziede, Ramón Omar y otra. Despido".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo n° 4 de Morón hizo lugar parcialmente a la demanda deducida, con costas en el modo que especificó.


La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente 

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley? 

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo: 


I. El tribunal que intervino en estos autos hizo lugar a la demanda deducida por José Antonio Salvatierra contra Ramón Omar Ziede, en concepto de indemnizaciones derivadas del despido, salarios caídos, sueldos adeudados e indemnización de los arts. 8 y 15 de la Ley Nacional de Empleo. Desestimó, en cambio, la pretensión resarcitoria interpuesta contra la codemandada Luisa Guarracino, al hacer lugar a la excepción de falta de legitimación para obrar que esta última había deducido.


II. Contra dicho pronunciamiento el actor se alza por medio de recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denuncia violación a los arts. 39, 44 inc. "d" y 63 de la ley 11.653; 4, 5, 6, 9, 11, 21, 22, 23, 26, 31, 49, 50, 53, 54 y 55 de la Ley de Contrato de Trabajo; 345 inc. 3, 375, 385 y 386 del Código Procesal Civil y Comercial; 14, 14 bis, 16, 17, 18 y 19 de la Constitución nacional y la existencia de absurdo en la valoración de la prueba.


III. El recurso no puede prosperar.


1. En lo que resulta de interés, el tribunal de grado, luego de interpretar, de conformidad con las facultades que le otorga el art. 44 inc. "d" de la ley 11.653, los escritos constitutivos del proceso, adjudicó a cada una de las partes la carga probatoria que le correspondía según la ley adjetiva.


Entendió, entonces, que al negar la codemandada Luisa Guarracino en su escrito de responde toda vinculación con el accionante, quedó a cargo de este último la carga de aportación de las probanzas fehacientes de la relación laboral invocada en el escrito de inicio. Agregó en tal sentido que, a tales efectos, la única prueba que arroja luz para dilucidar el interrogante es la testimonial producida en la audiencia de vista de causa, de la que no surge probada la prestación de servicios del actor a favor de la demandada y bajo la subordinación de ésta (veredicto, fs. 160 vta./162).


El a quo rechazó entonces la acción interpuesta por Salvatierra contra la codemandada Guarracino al determinar que aquél no pudo acreditar, como era su cometido, el elemental y sustancial punto de apoyo de su demanda, cual es la existencia misma de la relación laboral invocada como base de su reclamo indemnizatorio fundado en la Ley de Contrato de Trabajo y en la ley 24.013 (sentencia, fs. 165/166).


2. Las conclusiones expuestas en el pronunciamiento de grado, claramente vinculadas a cuestiones de hecho y prueba ‑y a las que arribó el juzgador de origen en uso de facultades propias‑ no logran ser descalificadas por el recurrente.


3. Sabido es ‑y conviene recordar‑ que la selección, jerarquización y evaluación del material probatorio constituye una facultad privativa del tribunal del trabajo y las conclusiones que al respecto formulen son insusceptibles de revisión ante esta instancia, salvo absurdo (conf. causas L. 74.165, sent. del 18‑IX‑2002; L. 74.489 y L. 75.525, ambas sents. del 2‑X‑2002). 


De igual forma, reiteradamente ha sostenido esta Corte que corresponde a los tribunales del trabajo determinar si entre las partes ‑en este caso el actor Salvatierra y la coaccionada Guarracino‑ se configuró o no un contrato de trabajo conforme los elementos fácticos que en cada caso se verifiquen, y su decisión al respecto no puede revisarse en esta sede extraordinaria salvo que se demuestre absurdo al evaluar los hechos y las pruebas de la causa, único supuesto en que esta Corte puede entrar a conocer las conclusiones fácticas del fallo (conf. causas L. 78.502, sent. del 18‑VI‑2003; L. 79.334, sent. del 1‑IV‑2004, entre otras muchas). En el caso, si bien la impugnante denuncia la supuesta configuración de dicho vicio invalidante, no logra demostrarlo.


En efecto, por conducto de la mera expresión de un criterio discrepante, la queja se limita a exteriorizar la pretensión de disputarle al juez de grado el ejercicio de las facultades propias de aquel cometido, lo cual ‑y conforme reiteradamente se ha declarado‑ configura una técnica carente de idoneidad para representar la hipótesis de la efectiva configuración del aludido vicio invalidante en la apreciación de las pruebas (conf. causa L. 68.576, sent. del 24‑VIII‑1999, entre muchas otras).


Téngase en cuenta que el impugnante estructura su agravio sobre la base de una discrepancia en el modo como el a quo evaluó la prueba testimonial, sin tener en cuenta que es el propio juzgador de grado quien tiene la facultad privativa, por cierto, para apreciar la habilidad y mérito de las declaraciones testimoniales que recibe, así como de la confiabilidad que alguna o algunas de ellas le merezcan con relación a otras, resultando tales apreciaciones insusceptibles de revisión en esta instancia extraordinaria salvo efectiva demostración de absurdo, que como anticipé, el recurrente no logra demostrar (conf. causas L. 60.120, sent. del 11‑II‑1997; L. 68.178, sent. del 17‑XI‑1999; L. 78.603, sent. del 29‑X‑2003; L. 80.734, sent. del 31‑III‑2004).


4. Por otro lado, tampoco se advierte que en la especie se haya vulnerado el precepto legal que regula la distribución de la carga de la prueba, pues inequívocamente la demandada Guarracino lejos estuvo de admitir en autos una supuesta prestación de servicio a su favor, sino que concretamente manifestó que, eventualmente, si el actor ingresó en su negocio tan sólo lo hizo como cliente (v. fs. 53 vta.). 


Además, la sola circunstancia que esporádicamente y en forma ocasional Salvatierra realizara alguna actividad en el bar de la codemandada (vered., fs. 161 vta.), no presupone la configuración de un contrato de trabajo subordinado, puesto que, para que así ocurra, es requisito esencial que la prestación lo haya sido en relación de dependencia (conf. causas L. 61.435, sent. del 14‑IV‑1998; L. 80.616, sent. del 27‑IV‑2004), supuesto expresamente descartado en el fallo impugnado.


A partir de tal circunstancia, pierde entidad el agravio en el que se sostiene que debió aplicarse al caso lo normado en el art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo, por cuanto reiteradamente se ha dicho que queda desvirtuada la presunción iuris tantum que surge del artículo citado, si la prueba producida demuestra ‑como en la especie‑ que las labores prestadas por el actor no lo fueron en relación de dependencia (conf. causas L. 59.107, sent. del 22‑X‑1996; L. 74.658, sent. del 18‑IX‑2002; L. 80.988, sent. del 8‑IX‑2004).


5. En síntesis, el recurrente no acierta en poner en evidencia que en la especie exista subordinación jurídica, económica y técnica desde que respecto de las cuestiones fácticas que alude, no demostró la existencia de una efectiva y personal prestación de servicios a favor de la demandada Guarracino, en forma permanente y estable, ni que ésta, en su calidad de empleadora, le impartiera órdenes de trabajo, ejerciera sobre ella sus facultades disciplinarias y le abonase sus salarios. Ello en definitiva, le permitió al sentenciante de grado llegar a la conclusión que entre las partes no medió ninguna vinculación de naturaleza laboral. 


6. Definitivamente, no advierto evidenciado el error grosero que comporta el invocado vicio de absurdo. En tal sentido, corresponde destacar que aun cuando el análisis efectuado por el tribunal ‑sobre cuestiones de hecho y de prueba‑ pueda resultar opinable, o discutible, esa circunstancia no es suficiente para tener por demostrada aquella anomalía, habida cuenta que lo que habilita la revisión casatoria no es cualquier equívoco o disentimiento. Antes bien, es necesario que se configure un desarreglo en la base del pensamiento, una falla palmaria del raciocinio, es decir, un error extremo, desvío que no aprecio en el caso como tampoco insostenible o grosera desinterpretación de las constancias objetivas que resultan de la causa.


De allí que, en virtud del específico cometido que asiste a este Tribunal, las discrepancias que subjetivamente postula la recurrente no pueden sustentar la procedencia del recurso.


7. Cabe señalar también, respecto de la declaración jurada del art. 39 de la ley 11.653 que dicho principio sólo juega respecto a las personas vinculadas por un contrato de trabajo pero carece de validez para acreditar la relación laboral (conf. causa L. 69.170, sent. del 23‑II‑2000, entre otras muchas), porque el beneficio de la inversión de la carga probatoria consagrado por esta disposición procesal no puede sustituir la obligación esencial que incumbe al actor de demostrar la existencia misma del contrato de trabajo invocado (conf. causa L. 76.339, sent. del 12‑II‑2003).


8. Asimismo resulta ineficaz la invocada denuncia de violación de las normas de la Constitución nacional, que sería eventual consecuencia de haberse primeramente infringido preceptos legales de la materia de que se trata, supuesto no verificado en la especie (conf. causa L. 72.859, sent. del 15‑VI‑1999).


9. Por consiguiente la conclusión del fallo, relativa a que no se acreditó en autos la relación laboral invocada, debe permanecer firme al no demostrar el recurrente la transgresión de las normas legales deducidas, ni que medie error en el modo como el sentenciante resolvió la controversia.


IV. Por lo dicho, el recurso debe ser rechazado; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Negri y Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Roncoroni, votaron también por la negativa.


A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


Adhiero al voto del colega doctor Roncoroni.


Agrego que, en el caso de autos no resulta de aplicación la presunción que emana del art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo, en tanto desconocida que ha sido la prestación de tareas por parte de la demandada en su responde, incumbía a la parte actora la demostración de la existencia de la relación laboral que denunciará, situación fáctica que no logró ser acreditada conforme surge del pronunciamiento de grado, y del análisis efectuado en el voto precedente.


Lo invocado por el recurrente a favor de su postura no resulta pertinente para revertir la decisión impugnada ni logra demostrar que se hayan infringido los arts. 39, 44 inc. d) y 63 de la ley 11.653 y 375, 385 y 386 del Código Procesal Civil y Comercial. El quejoso individualiza como fundamental para tener por demostrado el vínculo laboral entre el actor y la codemandada Guarracino y calificar de absurda y arbitraria la decisión arribada por el juzgador a quo, lo expresado en el veredicto al evaluar la prueba testimonial aportada por su parte. Comparto lo expresado al respecto por el colega doctor Roncoroni en el punto 3 de su voto.


Sin perjuicio de lo expuesto, he de señalar que un punto fundamental, que cierra cualquier discusión sobre el tema, y respecto al cual nada dice el quejoso en su presentación, está referido a que los hechos que entiende probados, expresamente tratados por el tribunal, resultan además ajenos a la situación fáctica de autos ‑tarea y período reclamado‑ conforme ha sido el relato formulado en el escrito de demanda. El pronunciamiento de grado que, descalificó como elemento de juicio las declaraciones vertidas en cuanto al negocio de verdulería y calificó de vagas e imprecisas y hasta complacientes con la postura del accionante las expresadas respecto de la actividad en el bar, entendió ‑en cuanto a esta última‑ acreditado que el actor realizó esporádicamente y en forma ocasional alguna actividad en el bar (barrer, acomodar mesas, bajar cajones alrededor del año 1993/1994). Lo expuesto no se condice con los hechos en que se fundó la pretensión de autos, allí se refiere que el actor cumplió tareas en forma permanente como encargado del control y provisión de mercaderías a todos los negocios y puestos, y la tarea de chofer, concurrir al mercado (central y otros) a comprar los artículos de la especie, cargarlos, trasladarlos, descargarlos, controlar existencias y efectuar las reposiciones de productos en los distintos lugares, desde junio de 1982 al 18‑VI‑1999 (v. fs. 10 vta. y sent., fs. 165), por tanto la situación fáctica que se dice demostrada a través de la prueba individualizada, no logra conmover el pronunciamiento de grado en la medida que ni siquiera constituyó la base sobre la que se trabó la presente litis.


Doy mi voto por la negativa. 


El señor Juez doctor Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Roncoroni, votó también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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